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    Para Daniela, por todo

  


  
    Nos conformamos con el mito de la fatalidad nacional porque nos hemos dado por vencidos en el acto de cambiar las cosas.
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    Nota del editor


    Aunque este libro está sustentado en años de investigación y los datos que en él se presentan tienen el respaldo de fuentes acreditadas en el medio académico, está pensado para un público amplio, interesado en la economía y la política pero no necesariamente familiarizado con la teoría, la metodología ni las fuentes que informan el trabajo de los investigadores que se dedican al tema. Lo anterior se verá reflejado en el resultado de algunas decisiones tomadas durante la preparación del volumen. En primer lugar, se evita en buena medida el uso de términos técnicos; en los casos en que esto no es posible, se explican cabalmente cuando se presentan por primera vez. En segundo, tanto las gráficas como los cuadros llevan pies que explican cómo interpretarlos. Finalmente, en lugar de llenar las páginas de notas al pie, incluimos al final del volumen una sección de “Referencias y precisiones”: el público interesado en profundizar más en cada uno de los temas puede consultar allí las fuentes y algunas otras piezas de la discusión, y quien sólo busque el argumento principal puede prescindir de su lectura y no hacer caso a las llamadas con números voladitos que se hallan en el texto.

  


  
    Introducción


    I


    México no ha logrado la tasa de crecimiento económico que sería deseable y posible para un país de sus características. Este libro pretende mostrar que las razones de ello no se encuentran en nuestros vecinos ni en las condiciones adversas que existen en el mundo. Culpar a los demás es una vieja tradición latinoamericana; no es casualidad que la teoría de la dependencia sea de las pocas teorías sociales desarrolladas en nuestra región. Sin embargo, algo hemos avanzado: ahora se enseña en muy pocos lugares, ninguno de economía pujante. Fernando Henrique Cardoso, uno de sus creadores, tuvo éxito cuando fue presidente de Brasil gracias a que hizo lo opuesto a lo que sugerían los escritos que produjo cuando era académico.


    A mediados de 2010 el rector de la Universidad Nacional Autónoma de México, José Narro, decía que los mexicanos no merecemos los problemas de violencia y pobreza que vivimos.1 Pero no es cuestión de merecer. Lo que somos es fundamentalmente resultado de lo que hemos hecho y dejado de hacer. Las razones de nuestro bajo crecimiento y de nuestra creciente inseguridad son fundamentalmente políticas e internas. En lo que se refiere a lo primero, que es de lo que se ocupa este libro, el problema central se encuentra en la capacidad de ciertos grupos para evitar la formulación y puesta en práctica de políticas públicas favorables al interés general que premien el mérito y doten a los mexicanos de verdaderos derechos universales, y en la debilidad y poca intención de nuestra sociedad para imponer esos cambios. Mediando entre los grupos de interés y la sociedad se encuentra un sistema político que no genera los incentivos para propiciar cambios de utilidad general, así como un Estado débil y permeado que no puede enfrentar a los intereses más poderosos que frenan al país, incluida su propia burocracia.


    No debemos nuestra situación actual a ninguna fatalidad divina, histórica ni cultural. Somos responsables de ella y, por tanto, también podemos hacer que cambie. La frase que da título a este libro parece la típica expresión fatalista de quien cree que “los mexicanos no tienen remedio”. No obstante, el sentido de estas páginas es el opuesto. Mejorar no es asunto de otros: es nuestro. Tiene que ver con nuestras decisiones y con las instituciones que creamos. Estamos como estamos por lo que hacemos, no por lo que somos. Y podemos hacer más: requerimos creer en la imagen de país que pensamos edificar. Detrás del éxito chino está una élite política y económica que cree que puede forjar un mejor futuro y ha logrado transmitir ese espíritu a sectores amplios de la población. Todo nuevo gobierno busca transformar al país. ¿Podrá hacerlo el gobierno del presidente Peña?


    Cuando hemos logrado alinear los intereses de corto plazo de los distintos actores que tienen poder con una cierta visión de largo plazo y hemos creído en dicha visión, hemos crecido de forma acelerada. Esto ha sucedido sólo en dos ocasiones. La primera fue de 1880 a 1910, con la pacificación del país y el desarrollo institucional y de infraestructura del Porfiriato. La segunda ocurrió de principios de la década de 1950 hasta 1980, con la institucionalización de la Revolución y con un proceso de desarrollo industrial protegido del exterior. En ambos casos fuimos un ejemplo para el mundo. Las fiestas del primer centenario de la independencia mostraron a un México deslumbrante, y, durante el llamado “desarrollo estabilizador”, el gobierno mexicano fue tan exitoso en presentar una imagen de sociedad que estaba convergiendo en los niveles de bienestar de los países desarrollados, que en 1968 fue la sede de los Juegos Olímpicos. Era la primera vez que un país en vías de desarrollo actuaba como anfitrión de una olimpiada. Nuestra capital fue una exitosa sede olímpica sólo cuatro años después de Tokio y 40 antes que Beijing.


    Ambos periodos de crecimiento terminaron mal. El primero, meses después de las Fiestas del Centenario, desembocó en una revolución y sus costosas secuelas; el segundo concluyó con una crisis política inaugurada por el movimiento de 1968, meses antes de la olimpiada, y con una serie de crisis económicas cuyas consecuencias se prolongaron por varias décadas. Las sucesivas crisis que padeció la economía mexicana de 1976 en adelante, y más gravemente a partir de 1982, forzaron un cambio drástico en el modelo económico.


    México no fue el único país en enfrentar transformaciones profundas durante estos años: varios vivieron crisis profundas en el mundo cambiante de los años ochenta, y en muchos casos sin la relativa paz en la que se dio nuestra transformación. El nuevo contexto mundial obligó a la reforma, aunque la manera como ésta se llevó a cabo dependió de las circunstancias de cada nación. Las últimas dos décadas del siglo XX se caracterizaron, en resumidas cuentas, por un amplio y ambicioso ciclo de reformas, en México y en el resto del mundo. En muchos países el corporativismo —o, de plano, el centralismo socialista— como espacio para la negociación de privilegios fue sustituido por mercados más abiertos y libres, y por sistemas políticos más plurales o incluso democráticos.


    Sin embargo, en el caso mexicano dichas reformas, en parte por la forma pacífica en que tuvieron lugar, fueron menos profundas de lo deseado por unos y de lo temido por otros. Las viejas estructuras corporativas y diversos grupos con privilegios supieron adaptarse al nuevo entorno económico y político, en muchos casos sin haber sufrido modificaciones importantes y, en cambio, logrando ganar una mayor capacidad de maniobra dada la dispersión del poder que trajo el proceso democratizador. La supervivencia de estas estructuras tiene implicaciones negativas tanto para el desempeño de nuestra economía como para la capacidad del régimen democrático para enfrentar los retos de un mundo globalizado con países en continua competencia.


    Las reformas económicas no crearon una economía más dinámica y capaz de ofrecer a los mexicanos mayores oportunidades basadas en su poder para satisfacer las necesidades del mercado. No hemos creado una sociedad en la que se premien el esfuerzo y el mérito y se tengan derechos universales genuinos básicos que permitan una razonable igualdad de oportunidades.


    El crecimiento ha sido modesto en las últimas décadas, lo mismo que la creación de empleos formales. Entre 1981 y 1990 el PIB per cápita cayó 0.17%; en los 10 años siguientes creció, pero únicamente a un promedio anual de 1.93%. De 2001 a 2010 este crecimiento fue de un bajísimo 0.28% anual.2 Sólo gracias a la economía informal y a la emigración a Estados Unidos hemos amortiguado el efecto de la creciente demanda de trabajo, sobre todo entre los jóvenes que buscan ingresar al mercado laboral.


    Entre el año 2010 y el 2012 el crecimiento per cápita mejoró un poco, para alcanzar un promedio de 3.09%. Estos datos son más alentadores que los del pasado reciente y abrevan de una de las grandes reformas que sí se hicieron, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), que entró en vigor el 1º de enero de 1994. Esto ha permitido una relativa fortaleza industrial, sobre todo en la industria automotriz, que ha permitido mayores exportaciones y un cierto empuje a nuestra economía. Sin embargo, aunque menos malo que en el pasado, el crecimiento sigue siendo mediocre. Estamos lejos de ser el país dinámico que podríamos ser.


    Las sucesivas crisis estimularon la democratización de un sistema político basado en su capacidad de repartir beneficios desde arriba para evitar competencias electorales genuinas. El descontento con el mal desempeño económico impulsó una serie de reformas políticas que dieron, por fin, efectividad al sufragio.3 Con su voto, los ciudadanos decidieron poner fin a las mayorías absolutas del Poder Legislativo en 1997 y, en 2000, llevar a la presidencia, por primera vez en la historia moderna de México, a un candidato presidencial opositor al PRI.4


    Sin embargo, la dispersión del poder que las urnas impusieron; la erosión de la legitimidad de las reformas económicas tras la crisis de 1994; la poca claridad y capacidad de los gobiernos emanados del PAN en cuanto a cómo usar el poder que su partido ganó con las elecciones de 2000 y 2006; la permanencia de los actores organizados por el corporativismo, pero ahora con mayor libertad de maniobra, y el hecho de que dos de los tres principales partidos de la oposición, el PRI y el PRD, fueran herederos no conversos de la ideología del modelo de desarrollo anterior, condujeron a una situación en la que ningún actor contó con suficiente fuerza para impulsar un nuevo ciclo de reformas que hiciera frente a los déficits institucionales que dejaron los ciclos anteriores. Los actores potencialmente afectados, incluidos algunos de los beneficiados por las reformas pasadas, bloquearon sistemáticamente la posibilidad de que se integrara una nueva coalición reformista.


    Pero el desgaste de las dos administraciones panistas no fue capitalizado por el único partido grande que nunca ha gobernado el país, el PRD. Si bien Andrés Manuel López Obrador como abanderado de los tres partidos políticos de izquierda tuvo un mejor desempeño que el anticipado por la gran mayoría de las encuestas, obtuvo 31.61% de los votos, 3.7 puntos porcentuales menos que en la elección de 2006. El ganador fue el candidato del PRI, junto con su aliado el PVEM, que obtuvo 38.21% de los votos.5 El presidente Peña Nieto ganó con una agenda reformista; ¿podrá vencer las resistencias al cambio de los grupos afectados?


    México tiene la dimensión adecuada para ser uno de los llamados “BRIC”, iniciales de Brasil, Rusia, la india y China con que se designa al grupo de países en desarrollo de gran tamaño con mayor potencial, aunque ya no estén creciendo tanto como en la década pasada. En 2013, México tenía una población de 116 millones de habitantes y un PIB de 1 274 billones de dólares. En el mismo año Brasil tenía una población de 199.8 millones y un PIB de 2 456 billones de dólares.6 México es uno de los principales exportadores del mundo, y el líder en América Latina; muestra de ello fue que en 2012 sus exportaciones totales tuvieron un valor de 370 000 millones de dólares, mientras que las de Brasil sumaron 242 000 millones.7


    En varias entrevistas Jim O’Neil, inventor del nombre BRIC, ha sostenido que México debería estar incluido en ese grupo, pero para que esto suceda es necesario que crezcamos a un ritmo mucho más elevado. 8 Para alcanzar este tipo de crecimiento hace falta un gobierno que promueva la inversión, la competencia, la igualdad de oportunidades y el mérito como forma de incrementar los ingresos de cada individuo.


    Pertenecer o no pertenecer al grupo BRIC tiene implicaciones en la influencia y la visibilidad de México en el mundo. Sin embargo, éste no es el tema que me ocupa. El dilema que tenemos como país es que, si no crecemos en este momento —en que, como veremos más adelante, gozamos de una ventaja demográfica clave—, ya no lograremos converger en los niveles de bienestar de los países desarrollados. De perder esta oportunidad, a pesar de todo el esfuerzo que implicó convertirnos en un país independiente y tener la primera revolución social del siglo xx, estaremos condenando a los mexicanos del futuro a vivir en un país rezagado, pobre e inseguro.


    Esto es inadmisible. La historia reciente de otros países muestra que si se actúa con pragmatismo, sin ataduras ideológicas y con liderazgos competentes que busquen el interés general, sí se puede converger en los niveles de vida de los países ricos. Chile ya está encaminado en ese sentido, y hasta Brasil daba la impresión de moverse con más claridad en el mismo rumbo, aunque su crecimiento acelerado parecería haber sido un mero espejismo.9 Ejemplos de éxito se encuentran en países como Irlanda, España y Corea del Sur, que ya lograron pasar al mundo desarrollado (a pesar de la crisis actual de los dos primeros) y que hace 50 años parecían tan rezagados como nosotros o más.


    II


    Este libro parte de un hecho bien sabido: la ineficiencia de las instituciones en México para promover el crecimiento de la inversión, de la productividad y, por tanto, del bienestar. Mi objetivo es dar cuenta de las razones por las que México ha quedado atrapado políticamente en un equilibrio que no permite un mayor crecimiento.10 Pretendo mostrar por qué durante los últimos 30 años nuestras fuerzas políticas no han logrado la coordinación necesaria que haga posible las reformas que estimularían un mayor crecimiento y que éste sea sostenido. El argumento central es que muchos de los actores dominantes en México se conducen conforme a la lógica corporativa del pasado, en que importaba más defender un privilegio que generar instituciones capaces de lograr, a través de bienes públicos de calidad, una cierta igualdad de oportunidades y derechos universales de verdad, así como mecanismos que hicieran del esfuerzo, el mérito y la competencia los motores centrales para la distribución de beneficios en el mercado laboral, tanto entre las empresas como en el sistema educativo, sobre todo en el nivel superior.


    La defensa de la no competencia es evidente en el comportamiento de una parte de los grupos empresariales de mayor tamaño en sectores donde hay poca competencia, de los sindicatos más poderosos (sobre todo los que agrupan a los trabajadores que laboran en el sector público), de las organizaciones campesinas y de la propia burocracia. Todos éstos son grupos privilegiados que ganan con un sistema semicompetitivo que les permite extraer rentas, es decir, establecer precios por la venta de sus bienes y servicios por arriba de los que obtendrían en un mercado competitivo.


    Mi tesis central es que la distribución del poder, las instituciones existentes y una sociedad que participa poco en la búsqueda del interés general han impedido crecer a mayores tasas de forma sostenida. El sistema político levantado después de la Revolución estaba basado en el reparto organizado de los beneficios del crecimiento. Había poca competencia y poco espacio para el mérito, salvo en algunos casos, con restricciones en el interior de cada organización, y siempre y cuando se respetaran las reglas de cada grupo, incluida la lealtad. Si bien la economía se abrió, el eje dominante con el que se distribuían estos beneficios no cambió: simplemente se descentralizó hacia los gobiernos estatales y municipales, y hacia las organizaciones más poderosas, como los sindicatos de trabajadores del sector público, los grandes empresarios en sectores con poca competencia y las instituciones públicas más autónomas e influyentes, como la UNAM.


    Los ganadores del sistema corporativo han obstaculizado sistemáticamente la realización de reformas institucionales que los afectarían a ellos, aunque en términos agregados beneficiarían al conjunto de la sociedad. Estos actores han logrado protegerse de la competencia recurriendo a una multitud de recursos legales, ideológicos, económicos y políticos, incluida entre estos últimos su complicidad con los partidos políticos, que igualmente buscan defender su propio mercado —poco competitivo dada la ausencia de reelección consecutiva y el control de gran cantidad de recursos públicos— y aprovechar los insumos que los actores mencionados les proporcionan para derrotar a sus adversarios en la lucha por el poder. Dos de los grupos privilegiados, los sindicatos del sector público y la burocracia, dificultan enormemente la provisión de servicios de calidad a los ciudadanos, y por tanto la provisión de derechos universales básicos reales. Esto, junto con un gasto público poco transparente y efectivo, resta legitimidad a lo público: para la sociedad no es nada claro que el Estado pueda proveer bienes y servicios de calidad e interés general, por lo que no le ve mucho sentido a pelear por derechos para todos y defiende los privilegios existentes como si fueran derechos justos.


    Estamos tan acostumbrados a estos arreglos institucionales basados en el privilegio y en la extracción de una renta, que muchas veces nos parecen normales y pensamos que son comunes en el resto del mundo. Si bien el corporativismo y el clientelismo existen, en distinto grado, en todas partes, el problema en nuestro caso —como en el de otros países atrapados en una situación similar— es lo extendidos y profundamente arraigados que están. Antes de 1982 este arreglo parecía pagable; luego quebramos y se volvió evidente que no podíamos seguir así. Se produjeron cambios importantes, como el fomento de la competencia en bienes manufacturados gracias al TLCAN. Sin embargo, sigue siendo necesaria una competencia más amplia, y en lugar de distribuir muchos de los beneficios sociales en función de en qué fila se forma cada quien, éstos deben darse en función del mérito y la competencia, y a partir de bienes públicos que permitan cierta igualdad de oportunidades, sobre todo en educación primaria y salud.


    La falta de competencia y de la provisión de derechos universales básicos genuinos en el país no es, por supuesto, el único factor que explica las dificultades de México para crecer. Tenemos problemas serios en cuanto a la calidad de nuestro capital humano (bajos niveles de educación y salud), infraestructura, Estado de derecho, etc. Sin embargo, varias de estas fallas están relacionadas con la falta de competencia; es el caso, por ejemplo, del sistema educativo básico en lo que se refiere a la contratación y permanencia de maestros y a la calidad del sistema mismo, como se verá más adelante. En todo caso, los grupos más privilegiados, aquellos que por su poder tendrían mayor capacidad para corregir estas deficiencias, no muestran interés en enfrentar esas reformas, ya que la competencia y un piso común de derechos no les son necesarios para sostener o acrecentar sus actuales niveles de ingreso en su mundo protegido. El resto de la sociedad, por su parte, se refugia en la familia o en organizaciones que defienden su pequeño privilegio, pero no impulsa los derechos universales.


    Para algunos, sin embargo, el problema es el modelo neoliberal: el exceso de competencia, no la falta de ésta. No hay nada peor que ser etiquetado como neoliberal. Cualquier reforma que afecte a algún grupo bien organizado será tildada de ello, y hasta el ex presidente Salinas usa el epíteto para culpar al ex presidente Zedillo por la forma como rescató a los bancos tras la crisis iniciada en diciembre de 1994. Ya sólo falta oír el término neoliberal como insulto en la calle tras un incidente de tránsito.


    Según la crítica de izquierda al neoliberalismo, el gobierno se preocupó sólo por estabilizar la economía tras la crisis de la deuda de 1982, y para hacerlo optó por retirarse en una ilusa apuesta a que el mercado lo hiciera todo, con lo que dejó de desempeñar el papel de impulsor del crecimiento que había cumplido hasta ese año. De acuerdo con esa lectura, la apertura comercial fue excesiva y el éxito exportador fue fundamentalmente un proceso maquilador, que si bien exporta mucho, también requiere muchas importaciones para poder hacerlo.11


    Los datos de los que parten estos textos suelen ser correctos y no tan distintos de los que utilizo aquí, y arrojan la misma conclusión: no hemos crecido adecuadamente. Una primera diferencia, sin embargo, es que en esos escritos la comparación suele hacerse de 1982 a la fecha, como si la crisis de la deuda y sus secuelas fuera un problema del nuevo modelo y no el resultado del viejo. Pero sucede que la quiebra del viejo modelo tardó varios años en pagarse: basta ver la trayectoria de la deuda externa, así como las de la inflación y el desempleo. La diferencia de fondo desde la perspectiva de este libro, sin embargo, es otra: no sobró liberalismo, sino que faltó; para ser más precisos: no hemos forjado un país donde haya competencia y derechos para todos, para lo cual no es preciso quedarse con un Estado mínimo, sino que se requiere un Estado fuerte, capaz de defender la competencia y los derechos universales.


    México suele considerarse como un país abierto, ya que el TLCAN y los otros 12 tratados de libre comercio firmados con 44 países12 han creado un sistema de reglas claras y abiertas en nuestro intercambio comercial con estos mercados, y hoy día el comercio exterior genera una alta proporción del PIB. En este libro se argumentará, sin embargo, que en nuestro país no hay exceso de competencia: la lógica corporativista y de clientelismo domina el intercambio de bienes y servicios, y las restricciones al libre comercio y la inversión en México son muchas más que en el resto de la región.


    Por ejemplo, en el mercado de la tierra, en un país realmente liberal todo está a la venta. Prácticamente es así en Chile, Brasil y Argentina. En México, casi 40% del territorio sigue bajo el régimen ejidal o comunal, con enormes restricciones para vender. Si Brasil es más eficiente en el campo, lo es en buena medida porque ahí se pueden acumular grandes extensiones sin problemas legales, lo que permite a los brasileños tener empresas en el sector con economías de escala que les permiten una enorme productividad. En el mercado de la energía, por otra parte, las restricciones para la inversión privada son muy altas en nuestro país. En Chile y Brasil hay inversión privada sin restricciones para la producción y distribución de electricidad. En petróleo, Petrobras compite con otras empresas y cotiza en la bolsa, a diferencia de nuestro ineficaz y ultraprotegido Pemex. En muchos otros sectores en México no está permitida la inversión extranjera, o enfrenta serios límites.


    Otro ejemplo: en un país liberal es fácil hacer valer un contrato: el acreedor manda cuando le dejan de pagar. Según la escala elaborada por la OCDE, entre los países donde es más fácil cobrar un crédito se encuentran Estados Unidos y China, mientras que el cuarto más difícil es México. Chile y Brasil se encuentran mejor situados que nosotros.13 En un país liberal hay derechos universales para todos, no privilegios en función del grupo al que se pertenece.


    Esta falta de competencia, derechos de propiedad y derechos para todos se debe en parte a que nuestro gobierno es débil. No lo es, empero, por ser neoliberal, sino por el peso de la simulación y la corrupción burocrática, amén de otras patologías que veremos más adelante, que terminan por erosionar los derechos de los ciudadanos, pues, por ejemplo, contamos con un sistema en el que importa más el derecho del burócrata y el del sindicalizado que el de otros ciudadanos.


    Antes de la transición democrática el poder del presidente disciplinaba con castigos y muchos premios discrecionales que, si bien terminaron por quebrar la economía, permitían un mayor control por parte del Ejecutivo. Ya no funciona así el poder de la presidencia. Si bien en el arranque de su administración el presidente Peña ha utilizado mejor que los gobiernos panistas los recursos que tiene a su cargo, no puede castigar y premiar discrecionales como en el pasado. No existen ya los fondos públicos ni muchos de los instrumentos que lo hacían posible, como darle a un empresario amigo el derecho a importar algo. El reto para su gobierno es poder crear las instituciones modernas que regulen nuestros mercados y provean los bienes públicos propios de una democracia. Se necesita más mercado, pero también más Estado que discipline a nuestros monopolios y oligopolios, públicos y privados, así como a otros grupos que hoy cuentan con el poder suficiente para evitar que se les premie o castigue con base en el mérito y no gracias a su posición política.


    El problema central de por qué no crecemos viene de un mundo de restricciones de todo tipo: altas barreras de entrada para nuevos jugadores en muchos de los mercados importantes (incluido el político), poca competencia, autoridades de regulación débiles, burocracias al servicio de sí mismas y no de los ciudadanos, sindicatos que permiten cobrar un sueldo a quienes trabajan poco o no hacen nada relevante. Esto se encuentra muy lejos del modelo de mercados libres y abiertos. Algunas de estas restricciones se deben a que el Estado nunca se retiró en el ciclo de reformas de los tres últimos sexenios del PRI. No se reformaron, por ejemplo, las instituciones del sector petrolero ni las reglas laborales. Otras restricciones existen porque, con la dispersión del poder que trajo la democracia, los actores poderosos han evitado el brazo del Estado y logrado imponer sus condiciones.


    Esto no es liberalismo: es el triunfo del poder de los intereses particulares sobre un Estado que, debiendo representar el interés general y proveer derechos para todos, no tiene la fuerza para lograrlo. El resultado final se parece al reprochado por los críticos del neoliberalismo, pero por razones distintas: no es porque se hicieron las reformas estructurales, sino porque se hicieron mal y a medias.


    Los ganadores de la pérdida de poder del Estado no son sólo los culpables de siempre, los grandes empresarios, sino muchos de los aliados de partidos que se dicen de izquierda, como la mayoría de los sindicatos de los empleados del sector público y los administradores de nuestros monopolios estatales. Lo que se requiere es mayor competencia y un Estado regulador poderoso, no un regreso al Estado propietario y corporativo que existió en todo su esplendor hasta 1982 y que vivía de evitar la competencia y repartir privilegios.


    Liberalizamos nuestra economía de manera fundamental en el sector manufacturero gracias al TLCAN, pero la apertura fue sobre todo externa; realmente no hubo un equivalente interno. Tenemos muchos mercados con poca o nula competencia, tanto en el sector privado como en el público. Democratizamos nuestro sistema político, pero contamos con órganos de representación con una magra capacidad para tomar las decisiones necesarias y ponerlas en práctica, en buena medida por el peso de instituciones corporativas que aún están muy bien representadas en los mismos partidos políticos, gracias a los recursos económicos e institucionales con los que cuentan, pero también a que estos partidos están protegidos de la competencia a través de restricciones y apoyos monetarios, a que no existe un debate rico y plural respecto de las alternativas que tenemos, y a la debilidad y pasividad de la sociedad.


    El Estado, como institución que nos representa a todos, se hizo más esbelto en cuanto a su intervención directa en la economía, pero no se volvió más fuerte: carece del poder suficiente para encauzar el interés ciudadano por encima de los intereses corporativos y de los individuos que cuentan con un gran poder personal gracias a los recursos que controlan. De hecho, es visible que el Estado mexicano, cuando trata de hacer valer la regulación existente, de resolver conflictos conforme a dicha regulación, o de reformarla, es rehén de los actores a los que tendría, precisamente, que estar regulando. La liberalización económica y la democratización política llevaron a un Estado cuya autonomía está gravemente minada.


    El poder histórico de la presidencia priista no se debía a que controlara un Estado robusto: era resultado de un pacto político que resultó muy funcional durante varias décadas, basado en la capacidad de distribuir premios y castigos, incluido el premio mayor: la presidencia misma. Este pacto permitía contar con un gobierno fuerte, basado en la discrecionalidad y en la capacidad de reparto económico a los aliados y a los amigos. No obstante, esta capacidad se erosionó con las sucesivas crisis económicas y se rompió con la llegada de la alternancia política. En ese momento la fragilidad del Estado se hizo evidente. O quizá, para decirlo con más precisión, lo que se evidenció fue que el Estado, como agente encargado de asegurar derechos universales y de hacer valer reglas que promueven determinados comportamientos sociales e inhiben otros, no existía, salvo en unas cuantas esferas. El tránsito hacia un sistema político más democrático y a una economía más abierta no se ha traducido en un aumento de la capacidad estatal para cumplir con la responsabilidad de hacer valer las reglas.


    Para volver más complicado el reto que enfrentamos como país hay que tener presente que el mundo se está transformando radicalmente. El poder económico se está moviendo a Asia, región donde el Estado juega abiertamente a favor de sus empresas. Se trata de Estados interventores pero capaces de aplicar políticas públicas más coherentes que las nuestras y de invertir mucho en infraestructura, y para los cuales la inversión en capital humano es prioritaria. Son países en que los gobiernos están menos controlados por los grupos de interés que en América Latina, en sus sociedades existe una gran competencia y ahí el mérito define el acceso a la educación superior de calidad y a la propia burocracia gubernamental, por más que en muchos de ellos haya autoritarismo y libertades muy limitadas.


    Muchas de las naciones de América Latina se están beneficiando de este mundo nuevo por ser fundamentalmente exportadoras de los bienes primarios que consumen las voraces economías asiáticas. México, por el contrario, exporta sobre todo manufacturas y compite con los productores asiáticos en nuestro principal mercado: Estados Unidos.


    Por razones externas fundamentalmente, hemos recuperado algo de competitividad. Los costos en China, incluido el laboral, han subido, así como los del transporte de mercancías a través del Pacífico por el aumento en el precio de los combustibles. Además, la revolución en las técnicas de explotación de hidrocarburos en Estados Unidos le ha permitido incrementar de forma notable la producción de gas y crudo, llevando el precio del primero a niveles históricamente bajos. Estos precios están logrando un cierto renacer industrial de nuestro vecino del norte, provechoso para nosotros no sólo porque su producción manufacturera genera demanda sobre la nuestra, sino porque en algo nos beneficiamos de estos precios más bajos del gas —aunque no todo lo que podríamos dadas nuestras absurdas restricciones en el sector de hidrocarburos—. Si fuéramos capaces de hacer reformas de calidad podríamos aprovechar mejor este nuevo contexto.


    Con todo, nuestro vecino del norte difícilmente volverá a crecer como lo hizo hasta 2008. Cuando logró ese crecimiento no aprovechamos plenamente su consumo desbocado. Para hacer las cosas más difíciles, la crisis ha pegado también en Estados Unidos de forma desproporcionada a los más pobres, como suele suceder en estos casos. La desigualdad en ese país va en aumento, el desempleo permanece alto, muchos han perdido su casa y un sector de la clase media se está deslizando hacia la pobreza, la mayor caída que Estados Unidos haya registrado en más de 30 años. En este contexto es previsible que se incrementen las presiones contra quienes buscan entrar a ese mercado de trabajo, lo cual tendrá un alto costo para los mexicanos que buscan un mejor ingreso yéndose para Estados Unidos. Si bien al momento de escribir estas líneas hay algunas señales promisorias de que una reforma migratoria pudiera hacer más fácil la vida de nuestros connacionales indocumentados que ya viven en Estados Unidos, también parece que parte del paquete que se está negociando endurecerá los controles en las fronteras para dificultar el ingreso ilegal de nuevos inmigrantes.


    III


    Hay un tema que dejo fuera de este libro, a pesar de ser fundamental en cualquier esfuerzo para crecer a tasas aceleradas y que hoy preocupa con razón a la ciudadanía. Me refiero al creciente problema de inseguridad que en este momento corroe al país y que consumió una buena parte de la atención del gobierno federal durante la presidencia de Felipe Calderón, además de recursos fiscales cada vez mayores.


    Quiero decir aquí sólo un par de cosas al respecto. El tema lo discuto con más detalle en el capítulo 5 de mi libro Con dinero y sin dinero. 14 Como lo ha documentado con toda precisión Fernando Escalante Gonzalbo, la tasa de homicidios en México venía a la baja desde fines de los años noventa.15 Sin embargo, como también lo muestra Escalante en un segundo artículo publicado en enero de 2011, desde 2007 el homicidio repuntó de forma alarmante como resultado del incremento en el número de ejecuciones de individuos presuntamente vinculados con el narcotráfico o con su combate, y nuestros niveles de homicidios ya están muy cerca de los que teníamos a principios de los años noventa.16 En muchas partes del país se ha vivido también un notable aumento de la extorsión, el secuestro y otros delitos muy serios, aunque menos fáciles de documentar que el homicidio. Esta creciente violencia ha hecho evidente la fragilidad de nuestro Estado para cumplir con su papel central: garantizar la seguridad de los ciudadanos.


    En este caso lo que sobra es competencia entre bandas criminales y agrupaciones policiacas de todo tipo que no están debidamente reguladas, sino que muchas veces actúan como agentes independientes o semiindependientes; unas y otras compiten por controlar territorios y negocios. Aquí tiene que ver un factor externo que indudablemente ha alimentado a las bandas criminales y su violencia: la adicción a sustancias ilegales de nuestros vecinos del norte y su pasión por un libre mercado de armas. México pensó durante muchos años que el narcotráfico era un problema de Estados Unidos: bastaba hacerse de la vista gorda. En el camino, sin embargo, estas bandas de narcotraficantes se volvieron nuestro problema. Los recursos monetarios, las armas, la capacidad de organización y reclutamiento de estos grupos fueron dándoles tanto poder como para extender su margen de maniobra a otros ámbitos. En algunas zonas, cada vez más amplias, se volvieron más poderosos que el Estado. Estaba en disputa el monopolio central del Estado, el de la fuerza pública.


    Es discutible si la estrategia seguida por el presidente Calderón fue la mejor; lo que no es discutible es la necesidad de enfrentar este desafío. La alternativa es convertirse en un narco-Estado. El presidente Peña enfrenta un enorme reto en la materia. Si bien desde 2011 ha habido una ligera caída en los asesinatos vinculados con el crimen organizado, el problema está lejos de haberse resuelto. Es comprensible que el presidente quiera distanciarse de la estrategia de su antecesor y haya optado por referirse poco al problema, pero la situación sigue siendo la misma: débiles instituciones rebasadas por organizaciones criminales. Por ello, ante los problemas en Michoacán tuvo que reaccionar de forma muy similar a la de su antecesor seis años antes: mandar a las fuerzas federales. La manera como resuelva el presidente Peña este desafío marcará su sexenio posiblemente más que la mejor de las reformas estructurales pendientes.


    Un piso sólido en materia de seguridad es requisito para el crecimiento y la democracia. Se ha demostrado que la inseguridad está frenando el crecimiento, y muchas zonas del país están pagando ya un alto costo al respecto.17 Si no se revierte esta tendencia será muy difícil crecer incluso a las tasas bajas a las que nos hemos acostumbrado. Además, un mayor crecimiento es clave para dar opciones a los jóvenes que hoy son reclutados por los grupos criminales, por lo que se debe romper el círculo vicioso por ambos lados: con mayor seguridad y con un crecimiento más robusto.


    Algunos de los temas tratados en este libro explican en parte la debilidad institucional que nos llevó a este serio problema de inseguridad. La fragilidad del Estado de derecho, la corrupción de nuestras fuerzas policiacas y la negociación con el crimen han sido históricas, pero para los sectores con más voz e influyentes del país, el Estado de derecho nunca había sido realmente una preocupación central, pues ellos podían resolver sus problemas en el mercado político y comprando bienes públicos en el mercado privado de bienes y servicios. Incluso ahora su primera reacción ante los problemas de seguridad ha sido simplemente hacerse de escoltas, casas protegidas y autos blindados, o simplemente irse del país o por lo menos enviar fuera de México a su familia. Paradójicamente, los guardias privados y las bardas altas que protegen a quienes pueden pagarlos, así como a los funcionarios públicos más encumbrados, son también usados por los capos del crimen organizado, quienes pueden pasar por uno más de esos poderosos, algo mucho más difícil de lograr cuando no hay privilegiados que cuenten con su propia seguridad.


    La democracia requiere un sistema judicial fuerte que garantice los derechos como tales, no como dádiva del poder. El Poder Judicial debería ser también fundamental para controlar abusos del poder público y evitar que los individuos con recursos monetarios o políticos eludan sus obligaciones. El Poder Judicial debe ser acción: una justicia que no es pronta y expedita no es justicia. Más adelante veremos un ejemplo de esta inacción nociva, al hablar del juicio de amparo; baste decir ahora que tenemos un problema serio de justicia cuando cerca de la mitad de quienes se encuentran encarcelados no han sido sentenciados aún.18 Muchos crímenes quedan impunes y muchos inocentes se encuentran en la cárcel.


    Ahora que la falta de instituciones sólidas empieza a afectar a todos, ¿existirán las condiciones para crear unas más fuertes que no sean desafiadas por el crimen organizado? Soy optimista al respecto. Ahora es la oportunidad para darle densidad a nuestro Estado, pero no es fácil. A inicios de la administración de Calderón, con la llamada “Operación Limpieza”, se dijo que el titular de la Subprocuraduría de investigación Especializada en Delincuencia Organizada (SIEDO) y el director general de Interpol México estaban en la nómina de un cártel de la droga, y por lo tanto los organismos a su cargo se encontraban parcialmente bajo control del mismo,19 pero el Poder Judicial terminó por determinar, ya en el gobierno del presidente Peña, que no había pruebas al respecto, sólo la declaración de testigos protegidos de dudosa calidad.20


    Para enfrentar al crimen organizado es esencial saber que tenemos instituciones policiacas entrenadas y no corruptas. Sin embargo, para lograrlo se requiere un enorme esfuerzo, no sólo del gobierno federal, sino también de los gobiernos estatales, que en muchos casos han optado por hacerse de la vista gorda. No sólo es necesario el esfuerzo y el compromiso del gobierno, sino también de la sociedad y, sobre todo, de quienes más recursos tienen. De no lograr edificar un Estado más fuerte, pero institucionalizado y con pesos y contrapesos, el tránsito a una sociedad más democrática y con mayores niveles de bienestar será mucho más complicado o, de plano, imposible.


    IV


    La historia muestra que no hay rutas fáciles. Si así fuera, todos los países serían desarrollados. Salidas tentadoras en el corto plazo, como fijar por decreto precios o salarios, o gastar más a través de un mayor déficit público, se vuelven costosas trampas en el largo plazo. Hemos vivido dos siglos en que en varias ocasiones pretendimos impulsar desde arriba cambios que no sólo no tenían suficiente apoyo social, sino que muchas veces se aplicaron contra los mismos principios que decían perseguir, como fue la concentración de tierras después de las reformas liberales del gobierno del presidente Juárez en la segunda mitad del siglo XIX, que buscaban crear un país de granjeros. Como lo muestra nuestra experiencia, el crecimiento no se puede sostener si no es parte de un proyecto incluyente, capaz de enfrentar los problemas de desigualdad y exclusión que padece el país.21


    En un sentido sabemos muy bien qué hacer: nos hace falta mejor educación, más empleo, un mercado interno más fuerte, mayor igualdad de oportunidades, menos corrupción, más seguridad… Muchas de las críticas de la oposición y de los medios de comunicación giran precisamente en torno de esos temas. Por supuesto, debemos tener todo eso y más. Pero tener todo esto es ser desarrollado. La pregunta es, entonces, ¿por qué no podemos lograr ser desarrollados?


    En la búsqueda de respuestas a tal pregunta, este libro está organizado de la siguiente manera. Empiezo con un capítulo sobre el crecimiento de la economía y la importancia de las instituciones para promoverlo o estorbarlo. En el capítulo 2 muestro el bajo crecimiento de la economía mexicana en comparación con otros países. También describo el problema crónico de la desigualdad y por qué han fracasado tantos intentos por enfrentarlo. Finalmente, expongo también que, con todo, a pesar de nuestros rezagos, hemos ido creando una incipiente clase media y contamos con una oportunidad para crecer más que en el pasado, ya que tenemos una alta proporción de población en la edad de ser económicamente activa.


    En el capítulo 3 hablo de cómo y por qué nos rezagamos en el siglo XIX, a pesar del éxito que representó el Porfiriato. Se trata de un relato breve centrado en los problemas que subrayo a lo largo de todo el texto: las dificultades para tener un Estado fuerte y la facilidad con que algunos grupos dominan los distintos sectores de la economía. El capítulo 4 da cuenta de qué fue el desarrollo estabilizador y por qué y cómo se colapsó. En el 5 analizo la lógica del cambio de las últimas décadas, el cual nos ha llevado a un equilibrio de bajo crecimiento. Luego, en el 6, examino la falta de competencia en mercados clave y sus consecuencias para el resto de la economía. El capítulo 7 muestra los efectos de la falta de competencia en el sector educativo, mientras que en los dos siguientes intento mostrar cómo los grupos más poderosos han protegido sus privilegios y por qué ha sido tan difícil promover las reformas que serían necesarias para generar crecimiento. A manera de conclusión, en el capítulo 10 señalo algunas salidas posibles para enfrentar este estancamiento.


    La primera edición de esta obra se terminó de escribir en marzo de 2011 y fue publicada en junio de ese mismo año. El libro tuvo la fortuna de ser bien acogido por el público y fue reimpreso varias veces. Dos años es poco para que se hayan modificado los problemas estructurales tratados en él, pero sí se han dado cambios importantes, los más evidentes: el regreso del PRI a la presidencia y la revolución energética en América del Norte. Esto ameritaba revisar el manuscrito original, que sufrió varias modificaciones sobre todo en los capítulos finales. Hacerlo ha sido la oportunidad de actualizar datos, aclarar algunos argumentos mal desarrollados y ampliar algunos puntos que se habían quedado cortos en la versión original. Sin embargo, se han respetado el argumento y el capitulado de la primera edición.


    Escribir un libro es acumular deudas. Muchas personas han contribuido a la elaboración de éste, desde pláticas en el pasillo con los colegas hasta seminarios donde otros presentan sus textos pero cuyas preguntas me ayudan a resolver las propias. Quiero, sin embargo, agradecer en particular a Óscar Mendoza y especialmente a Luis Andrés Giménez Cacho por la asistencia que me brindaron en la búsqueda de información para el texto, así como a Leonardo Núñez González y a Adriana Villalón, que me apoyaron en la actualización de la primera edición. Mi profundo agradecimiento a Pablo Martínez Lozada por su puntilloso y profesional trabajo en la primera edición de este libro y por su trabajo en la segunda.Andrés Ramírez y todo el equipo de Random House México han apoyado el proyecto y han creído en él. También agradezco la lectura y los útiles comentarios sobre distintos capítulos del libro que me hicieron Carlos Bravo, Daniela Gleizer, Denise Maerker, Carlos Mancera, Ignacio Marván, John Scott y Laurence Whitehead. Óscar Vera lo leyó todo y me dio útiles comentarios. Carlos Bravo también me sugirió la primera parte del título del libro. Asimismo agradezco a Judith Mariscal y a Ernesto Flores por su apoyo en el segmento del capítulo 6 dedicado a las telecomunicaciones. Para la elaboración de esta segunda edición fueron útiles varias reseñas críticas y comentarios agudos de colegas y amigos.


    Diversas partes de este texto fueron presentadas en seminarios y congresos; muchas preguntas y comentarios planteados en ellos me ayudaron a afinarlo. Destaco en particular el seminario del Banco Mundial donde se presentó una primera versión, en particular los comentarios de los editores del subsecuente volumen, Santiago Levy y Michael Walton, y el seminario del CIDE donde presenté ese mismo documento ante mis colegas de la División de Estudios Políticos, que como siempre me sometieron a duros cuestionamientos. Todo error que pueda permanecer en estas páginas es, por supuesto, mi responsabilidad.


    Ciudad de México, septiembre de 2013
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    Cómo se puede crecer


    EL CRECIMIENTO ECONÓMICO


    El crecimiento económico es algo relativamente reciente en la historia de la humanidad: surge con la Revolución industrial en Inglaterra, a finales del siglo XVIII.1 Hoy casi todos los gobiernos y las sociedades dicen buscar un mayor crecimiento: es una suerte de religión secular cuyo cumplimiento es vital para quien gobierna. En una democracia, incrementar el bienestar de los ciudadanos a través del crecimiento económico es una de las claves para evaluar el desempeño de los gobiernos. También los gobiernos autoritarios requieren de crecimiento para poder legitimarse y, a través de mayor empleo y capacidad de consumo, fortalecer al régimen, aunque luego las nuevas clases medias puedan ser las que demanden más libertades. Juzgamos los sistemas políticos y sociales principalmente en función de su capacidad para promover un mayor bienestar económico: consideramos exitosos a los países que crecen y mediocres a los que no lo hacen. Lo mismo suele pensar el electorado. Es muy difícil para un gobierno ganar una elección cuando no se crece, incluso cuando es evidente que la crisis se la heredó su antecesor.


    Crecer es producir más bienes y servicios. Esto significa generar más riqueza, la cual permite mayor beneficio a quienes se quedan con ella. Contar con mayor riqueza suele darle más poder al país que logra generarla; por ello los países con un PIB superior suelen tener más peso en el mundo. El que esta riqueza se distribuya de forma razonablemente equitativa permite distribuir mejor ese bienestar además de ayudar al propio crecimiento futuro.


    Existen muchas fuentes de bienestar además del crecimiento económico, como una buena vida familiar, el amor de pareja, la salud, una comunidad integrada, el contacto con la naturaleza, la belleza del entorno, el acceso a un mundo cultural y artístico diverso y amplio, la ausencia de guerra y la seguridad personal y del patrimonio. Por ello en algunos países, sobre todo en los desarrollados, ha ido ganando espacio la idea de que los gobiernos deben buscar la felicidad de sus ciudadanos y poner en segundo lugar el crecimiento económico.2 Curiosamente, en ejercicios en los que se pregunta a la gente cómo siente su bienestar, países como México tienen muy buenos puntajes: sólo en esta categoría quedamos en los primeros lugares de las distintas mediciones subjetivas de satisfacción con la vida que se han elaborado en la OCDE.3


    Sin embargo, esta lógica parece un lujo de las naciones ricas y de pensadores exóticos de lugares lejanos, como Bután, donde se ha desarrollado un índice de “felicidad interior bruta” de sus habitantes. Los países más pobres no son los más felices, según estos mismos indicadores subjetivos que parecen premiar sólo a los de ingreso medio, como el nuestro. Tampoco son más felices las personas más pobres en un país rico. En un país pobre, los ciudadanos con menos recursos son muchos; en uno más rico representan una proporción más pequeña de la población, pero en todos los casos tienen vidas más cortas, padecen problemas de salud que los pueden dejar con deficiencias físicas considerables, además de riesgos más altos de sufrir daños por desastres naturales, mayores tensiones en la vida familiar o, de plano, acabar en familias rotas que implican serios desequilibrios para los hijos. Suelen vivir también en entornos miserables y degradados, con mayor riesgo de violencia. Por ello, muchos de los mexicanos supuestamente felices en su patria, cuando pueden, se van a vivir a Estados Unidos.


    Cuando los países crecen, el número de pobres disminuye, aunque la rapidez con que ocurra esto dependerá de la equidad con que se dé el crecimiento. Si bien lograr crecimiento implica retos y transformaciones sociales importantes, con costos sociales y ambientales significativos, una vez que se ha conseguido un cierto nivel de crecimiento algunas de las causas más fundamentales de la miseria humana se pueden enfrentar mejor.


    Hay algo, sin embargo, que se deteriora casi siempre cuando se alcanza el crecimiento: la equidad. En los países pobres una gran proporción de la población es pobre, y aunque pueda haber un grupo muy pequeño con ingresos mayores, éste es tan reducido que, desde el punto de vista de los índices de igualdad que veremos en el capítulo 2, resultan ser países más igualitarios ya que casi todos sus habitantes están mal. El crecimiento va sacando a ciertos grupos de la pobreza, aunque esto nunca es parejo: China, por ejemplo, es mucho más desigual ahora que cuando era más pobre, pero su sociedad cuenta hoy con más bienestar y cientos de millones de sus ciudadanos han dejado la pobreza.


    La desigualdad genera tensiones sociales y políticas que deben ser atendidas. Cuando es alta, suele dificultar el crecimiento al hacer más pequeño el mercado interno y producir una élite con alta propensión al consumo de bienes importados, a la par de llevar a mayor violencia social y a presiones sobre los gobiernos, especialmente en las democracias basadas en el principio de que todos tienen los mismos derechos. El incremento en la desigualdad puede ser un costo para quienes se quedan atrás, incluso cuando en el camino, dado el propio crecimiento, ellos se beneficien con un mayor ingreso. Como lo muestran los experimentos económicos, cuando se pregunta a las personas si prefieren ganar más, pero a cambio de que otras ganen todavía más que ellas, o ganar menos dentro de una sociedad más igualitaria, suelen preferir un reparto más equitativo de la riqueza aunque esto las deje más pobres en términos absolutos.


    Nos lastima la desigualdad porque buena parte de la felicidad es relativa, es decir, nos comparamos con otros, y por ello si nuestro vecino compra un auto nuevo y mejor, nuestro bienestar decae. El concepto de pobreza se va modificando con el tiempo en la medida en que van cambiando los satisfactores disponibles. No obstante, hay una razón más fundamental que no tiene que ver con la envidia y que hace a la desigualdad costosa para los más pobres: el que unos tengan más dinero que otros es también una fuente de poder sobre los más pobres. Esto no sólo permite sostener y reproducir los privilegios de quienes tienen más, sino que afecta el bienestar real de los menos poderosos. Está probado que los más pobres sufren mayor mortandad infantil, más riesgos de terminar en la cárcel, más embarazos tempranos y problemas de salud físicos y mentales que provienen de la tensión de estar siempre del lado vulnerable en las relaciones con los demás.4


    Con todo, hoy se juzga a los gobiernos primordialmente por su capacidad para estimular el crecimiento. Las preguntas importantes son cómo se logra éste y qué tanto depende de las acciones de los gobiernos. Una de las claves para responderlas tiene que ver con la inversión. En una sociedad los recursos disponibles sirven para el consumo o para la inversión. El consumo impulsa la demanda de los bienes y servicios instalados, pero no genera crecimiento en el futuro. Sólo la inversión, basada en la esperanza de consumo futuro, lo permite. La inversión va desde el almacenamiento de semillas para la siguiente cosecha o la construcción de un puente o una carretera para transportar más fácilmente la mercancía, hasta la compra o el desarrollo de una máquina que facilite producir lo mismo con menos esfuerzo del trabajador. También es inversión brindar educación pertinente y de calidad, lo cual permite, a la larga, hacer las cosas con mayor eficiencia, aunque no se contabiliza como tal en las estadísticas nacionales, sino como gasto.


    El nivel de inversión es un factor que explica diferencias importantes en la tasa de crecimiento entre distintos países o grupos de países. Por ejemplo, mientras que en 2011 China invirtió 46% de su PIB para la producción futura, y Corea del Sur 27%, México sólo invirtió 21% y Brasil 19%.5 invertir es siempre una apuesta respecto a cómo será el futuro. La existencia de instituciones sólidas ayuda a mitigar el riesgo para la inversión.


    La mayor inversión en los dos países asiáticos mencionados depende de innumerables factores. Hay motivos culturales importantes que priorizan el ahorro y la inversión, pero una razón de peso son los incentivos de ganancia de que gozan los potenciales inversionistas, así como las alternativas de inversión que tienen sus ciudadanos. Estos incentivos dependen de las reglas del juego vigentes en cada contexto. Por ejemplo, si las políticas fiscales son inciertas, o si hay riesgo inflacionario, amenaza de políticas públicas que afectarán la rentabilidad de la inversión o problemas de violencia o inseguridad, la inversión será menor. En el otro sentido, si no existe la opción de mover el dinero afuera, es más probable que inviertan en el país, aunque las tasas de rentabilidad no sean muy altas. Estos inversionistas no tienen alternativas fáciles.


    Además de cuánto se invierte, para crecer de forma sostenida importa cómo se invierte. Países con tasas de inversión similar pueden crecer de manera muy distinta si uno de ellos invierte mejor, tal como sucede cuando dos familias invierten la misma proporción de su ingreso, pero una lo hace con éxito en una empresa y la otra no. Si el gobierno invierte mucho, pero mal, porque la nueva planta industrial pierde dinero, esa inversión no agrega valor hacia adelante. Tampoco habrá éxito si los inversionistas privados asignan mal su inversión por un mal cálculo respecto a cuánta demanda tendrá su producto.


    Una economía también puede crecer porque se trabajen más horas que antes o porque más gente trabaje, como ocurre cuando las mujeres entran al mercado laboral o cuando deja de haber tantos niños y hay, en cambio, más adultos como proporción de la población total; es decir, cuando se utiliza bien el llamado bono demográfico, del que hablaremos más adelante. Este tipo de crecimiento puede ser importante, pero naturalmente se agota cuando todos trabajan todo lo que pueden.


    Para crecer cuando se cuenta con pleno empleo, o incluso lejos de éste si se tiene que competir con otras economías de salarios más bajos o similares, es necesario mejorar la productividad, es decir, lograr más por cada hora trabajada. Aumentar la productividad es la única forma sostenible en el tiempo de aumentar el ingreso de las personas. Para ello hay que invertir en mejor infraestructura para disminuir los costos de mover bienes y personas, así como lograr mercados más integrados, mejor educación y salud que permitan contar con trabajadores más capaces de hacer sus tareas, y mejores instituciones, tanto para bajar los costos de transacción (por ejemplo, el costo de transferir ante notario una propiedad) como para producir bienes públicos de calidad. También hay que evitar los sectores rentistas que se pueden quedar con una mayor riqueza que la que les corresponde. La existencia de éstos incentiva a quienes ganan rentas a utilizar mecanismos jurídicos y políticos para mantener sus privilegios en vez de usar su energía para ser más productivos. En la economía actual, el eje del crecimiento es contar con una mejor tecnología que permita crear más por cada hora trabajada e insumo utilizado. Un nuevo invento puede generar mucho más valor que seguir haciendo el mismo producto de siempre. México tiene pocos casos en que sea la tecnología lo que explica el éxito de un empresario.


    LA IMPORTANCIA DE LAS INSTITUCIONES


    El tamaño de la inversión y su productividad dependen de muchas variables. Una central, como ya se mencionó, es el entorno institucional, es decir, qué premian y qué castigan las reglas del juego. Una sociedad donde se premia a quien obtiene beneficios del poder crece menos que una donde lo que se premia es la inversión en bienes y servicios novedosos: en el primer caso, el esfuerzo de muchos estará dirigido a beneficiarse de la distribución de riqueza, para lo cual incluso invertirán recursos (buscando ganar un privilegio en un tribunal, por más costosos que sean los honorarios de los abogados, o haciendo una marcha que paralice la ciudad, lo cual tiene un costo indudable), pero no a generar nueva riqueza, pues ello no les acarreará un beneficio personal obvio.


    En un mundo en competencia como el nuestro, contar con instituciones inadecuadas es mucho más costoso que en el pasado, ya que los países con las mejores instituciones pueden ir desplazando a aquellos que tienen otras que no promueven el mérito y el esfuerzo. La competencia global es, en el fondo, una competencia por quién tiene las mejores instituciones.


    
      FIGURA 1.1. Frontera de México y Estados Unidos



      [image: ]


      Esta imagen de la frontera México-Estados Unidos, tomada por el radiómetro satelital aster el 12 de junio de 2000, muestra la notable diferencia entre el uso de suelo agrícola y el orden urbano de los dos países. Imagen cortesía de NASA/GSFC/MITI/ERSDAC/JAROS y del equipo científico estadounidense y japonés de ASTER, disponible en 1.usa.gov/dXe5PM.

    


    La importancia del arreglo institucional de un país se entiende al realizar análisis comparativos. Las diferencias institucionales son literalmente visibles. Una foto aérea de la frontera sur de California muestra mundos distintos a sus lados (véase la figura 1). El norte es más verde y sus zonas urbanas están notablemente más ordenadas. Las cifras muestran dos realidades muy diferentes: en 2008 el PIB per cápita promedio en los estados fronterizos de México (Baja California, Sonora, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas) fue de poco más de 12 000 dólares anuales, mientras que en los estados fronterizos de Estados Unidos fue superior a 44 800 dólares. Nuevo México, uno de los estados con menor ingreso per cápita de ese país, supera en más de dos veces el de Nuevo León, que en México es la segunda entidad en ingreso per cápita y la primera entre las fronterizas.6


    La salida de mexicanos con recursos de las ciudades fronterizas de México para vivir en las estadounidenses vecinas —como respuesta a la inseguridad— es una muestra de la diferencia que representa contar con instituciones más sólidas. Si bien la situación ha mejorado recientemente, mientras que Ciudad Juárez vive una horrible violencia, El Paso es una ciudad apacible y con índices de homicidio bajos. El narcotráfico se expresa de forma muy distinta del lado de Estados Unidos: ahí los traficantes no desafían a la autoridad, en claro contraste con lo que sucede en nuestro país, donde la compran o la matan abiertamente. No se puede alegar un problema de cultura, pues en ambos lados de la frontera domina la población mexicana: la diferencia son las instituciones.


    Caso aún más dramático es el contraste entre las dos Coreas. Desde el tercer milenio antes de Cristo, Corea fue un país unificado e independiente, étnicamente homogéneo y que hablaba la misma lengua. Apenas hace 70 años existen dos entidades independientes con distintas instituciones; hasta ese entonces, la parte más rica e industrializada de la península se situaba en el norte. Sin embargo, hoy el sur es por lo menos 15 veces más rico que el norte en términos de PIB per cápita. Un joven común de Corea del Sur es 12 centímetros más alto que su equivalente del norte, y aunque formalmente ambos hablan la misma lengua, ahora lo hacen con diferencias dialectales importantes.7 China, formalmente comunista y aliada de Corea del Norte, tiene un intercambio comercial con este país de 2 700 millones de dólares. El intercambio entre Corea del Sur y China, por su parte, es de 156 200 millones de dólares.8 Sólo hay una explicación para esta diferencia: las instituciones. Las del norte están basadas en el principio de que sólo el Estado puede determinar qué se produce y cómo, aunque su papel no se limita al control económico. Cada aspecto de la vida está normado por el gobierno y por el gran líder, primero Kim Il-sung, luego su hijo y ahora su nieto.9 En contraste, Corea del Sur es una economía de mercado y una democracia. Si bien hasta los años sesenta no era evidente cuál sistema funcionaba mejor, hoy no queda duda.


    En los últimos años se ha consolidado un sólido programa de investigación académica a propósito de la importancia que tienen las instituciones en el desarrollo político y económico de los países.10 A las instituciones hay que entenderlas no como meras estructuras burocráticas, sino como conjuntos de reglas que reflejan una correlación de fuerzas y que promueven distintos tipos de comportamiento. En ese sentido las instituciones son el cauce de un río que condiciona el paso del agua en un sentido y con cierta velocidad: propician algunas conductas y evitan otras, imponen límites a ciertos actores y a ciertas prácticas, reducen la incertidumbre, estabilizan las expectativas y canalizan o estancan los conflictos; cuando no funcionan, como en el caso de una presa, el agua se puede desbordar y destruir todo a su paso.


    Las instituciones no son exógenas, es decir, no son independientes del país que las tiene. Son consecuencia de los equilibrios políticos del pasado y se sostienen por los equilibrios políticos del presente. Algunas instituciones están diseñadas para favorecer a un grupo privilegiado; un caso extremo era Sudáfrica, que excluía a los negros de casi todo derecho. Sin embargo, aun cuando las instituciones estén diseñadas fundamentalmente para promover el interés general y los derechos universales, como ocurre en las democracias occidentales, nunca son del todo neutrales. No pueden serlo: dan más espacio y poder a algunos actores que a otros. Esto ocurre porque las circunstancias en las que surgen nunca son asépticas. Las sociedades son siempre conflictivas y desiguales, de modo que los actores con más poder buscan influir en el diseño de las instituciones y en su operación, de tal suerte que favorezcan sus intereses. Los perdedores, por su parte, también intentan cambiarlas. Por ello, todo proceso de reforma institucional constituye una amenaza, en primer lugar, para los actores que se benefician de los arreglos institucionales heredados.


    Los equilibrios políticos son el resultado de la distribución del poder vigente, la cual se explica por la forma como están distribuidos los recursos económicos, el control de organizaciones clave (sobre todo partidos políticos, sindicatos y grupos empresariales), los cargos públicos más relevantes por su grado de control de las organizaciones gubernamentales, la capacidad de influir en la opinión pública y la manera como esta distribución de poder interactúa con el marco institucional vigente. Las instituciones vigentes pueden ayudar a reforzar o trastornar esta distribución de poder. En general, los países se enfrentan a equilibrios difíciles de cambiar, pues las fuerzas políticas van encontrando un acomodo que no es fácil romper. El cambio suele ser impulsado por algún evento de alto impacto, como una crisis económica, un desastre natural o una guerra. No hay reforma institucional significativa que deje contentos a todos: siempre habrá algún sector que pierda o que piense que está perdiendo, y las reformas importantes suelen implicar que haya perdedores importantes.


    Las instituciones no son sólo las reglas formales escritas en los textos legales junto con su interpretación por el Poder Judicial; incluyen también las informales. Éstas se conforman a partir de las expectativas que tenemos respecto del comportamiento de los demás y de las normas que creemos adecuadas para relacionarnos con los distintos miembros de la sociedad en la que vivimos, y que se van validando en nuestra interacción diaria con los vecinos, los colegas de trabajo, la familia… Las reglas informales provienen de la historia y la cultura, así como de la capacidad que tienen ciertos actores para moldear a su favor las instituciones existentes.


    Dado el peso de la cultura y de la distribución del poder, no se cuenta con recetas mágicas para mejorar las instituciones de un país. Si mañana importáramos todas las leyes de Suiza no nos convertiríamos en Suiza. Las leyes requieren burocracias que las operen adecuadamente y ciudadanos que las respeten. Un simple cambio de leyes por parte del Poder Legislativo no es la solución instantánea para transformar a una nación.


    Con todo, muchas veces sí hay que cambiar las leyes. Por ejemplo, para tener propiedad privada en un país que fue socialista, un nuevo código civil es una condición necesaria. No es, sin embargo, suficiente. Se requiere mucho más que eso: un registro público de propiedad que funcione, un Poder Judicial honrado y eficiente, un proceso ordenado de privatización, una autoridad que impida los monopolios, una sociedad que esté de acuerdo con ese cambio y que gane con él…


    En el otro sentido, hay cambios en el comportamiento de una economía que se pueden poner en marcha con pocas modificaciones legales. Por ejemplo, en China se detonó inicialmente el crecimiento sin crear un régimen de propiedad privada, simplemente dejando a los gobiernos locales el control de ciertas empresas públicas.11 En otros casos se puede lograr un cambio sin modificar las leyes, cuando quienes las interpretan (es decir, el Poder Judicial) modifican los criterios jurisprudenciales que han prevalecido hasta entonces. Un ejemplo de esto es la interpretación hecha a partir de los años sesenta en México por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual abrió la puerta al amparo fiscal y a la creación de una industria de privilegios fiscales.12


    Dado que hay sociedades capaces de crecer más que nosotros, y que sabemos cuáles son los arreglos institucionales que han utilizado, ¿por qué no pueden las sociedades rezagadas importar las instituciones que explican el éxito de otras naciones? La primera explicación es que no existen recetas únicas ni acuerdo entre los teóricos sobre qué hace posible el crecimiento. Por ello cada país debe encontrar la mezcla de políticas que mejor funcionen para su capital, fuerza de trabajo, insumos, desarrollo institucional, patrones culturales, distribución de poder, momento histórico, etc.13 Dado que la distribución de poder, la historia y la cultura son factores importantes, las reformas que funcionan en un país pueden no ser las adecuadas para otro país u otro contexto mundial. Por ello no es fácil importar el desarrollo, aunque hay algunos ejemplos de cómo puede funcionar esto. Tal fue el caso de Japón, que sirvió de modelo y acicate para el éxito de Corea del Sur y Taiwán, pero de poco ayudó a Filipinas.


    El éxito reciente de China muestra nuevamente que el crecimiento se puede lograr muy lejos del modelo anglosajón que combina economía de mercado y democracia, pero el ejemplo autoritario chino que depende de una burocracia relativamente eficaz, con una milenaria historia de control social y una cultura que propicia ciudadanos muy disciplinados, no sirve para copiarlo en México, donde no se cuenta ni con las capacidades burocráticas ni con la disciplina social necesarias para poder emularlo.


    Si bien no existe un recetario obvio de reformas para crecer, sí se pueden identificar instituciones que evidentemente no funcionan para promover el crecimiento. Algunos ejemplos de arreglos contrarios al crecimiento son:


    
      	un gobierno dueño de empresas que pierden dinero en forma sistemática y que terminan consumiendo más recursos que los que generan, los cuales son pagados por el contribuyente;


      	monopolios públicos y privados mal regulados, que extraen altas rentas del consumidor, limitan el bienestar de la población y dificultan la competitividad de las empresas que consumen sus bienes y servicios;14



      	trabajadores que no hacen nada o hacen muy poco, pero que no pueden ser despedidos dadas las leyes laborales vigentes;


      	expropiaciones arbitrarias que desalientan la inversión;


      	el constante cambio de las reglas del juego;


      	inestabilidad macroeconómica y alta inflación, que llevan a inversiones especulativas de corto plazo y a la erosión del sistema financiero, y


      	una alta actividad delictiva.

    


    Todas estas instituciones y prácticas retrasan el crecimiento económico en cualquier nación, y algunas están presentes en casi todos los países, aun los más exitosos para crecer. Sin embargo, cuando se juntan varias de ellas pueden ahogar la posibilidad de crecer. Muchas de estas instituciones contrarias al crecimiento son difíciles de cambiar por razones políticas; es decir, las reformas se vuelven complicadas o imposibles debido a que quienes se benefician de dichas instituciones tienen mayor poder que los potenciales beneficiarios del cambio.


    Se trata del viejo dilema que enfrenta intereses fuertes y concentrados, por un lado, con intereses débiles y difusos, por el otro. Esto explica por qué sólo algunos países han logrado incrementar de forma sostenida el bienestar de sus ciudadanos y converger hacia el nivel de desarrollo de los países más ricos. En otras palabras, las instituciones de un país pueden ser inadecuadas para crear crecimiento económico, pero bien pueden sobrevivir aunque permitan a ciertos sectores extraer jugosas rentas en menoscabo de la mayoría, o producir bienes y servicios de calidad inferior a los que se encuentran en otros mercados; basta con que los ganadores sepan operar en el mercado político para defender su situación de privilegio.


    Los niveles de bienestar entre los países no convergen de manera automática cuando las economías se abren al intercambio de mercancías y a la inversión extranjera, como esperaría la teoría económica neoclásica. De hecho, la experiencia muestra que es más fácil para los países quedar atrapados en equilibrios institucionales inadecuados en función del crecimiento (pues dichos equilibrios favorecen a ciertos actores bien organizados, aunque sean arreglos poco eficientes desde el punto de vista económico) que lograr los complejos equilibrios que impulsan a las economías a crecer de forma sostenida, convergiendo hacia los niveles de riqueza de los países más desarrollados. Incluso cuando es evidente que ciertas reformas crearían un beneficio mayor para la sociedad en su conjunto, esas reformas pueden no llevarse a cabo, o ponerse en práctica de tal forma que no alteren, en lo esencial, los beneficios de ciertos grupos. Incluso es posible que las reformas se hagan, pero creando nuevos espacios de privilegio, ya porque, durante el propio proceso de deliberación y aprobación de la reforma, en lugar de eliminarse los privilegios, los actores afectados logren crear huecos en la legislación que les permitan mantenerlos o incluso ampliarlos, ya porque un mal diseño institucional, resultado de las necesidades de la negociación política o de la poca pericia técnica de los gobernantes, no produzca los incentivos que lleven a una mayor inversión y a una mayor productividad.


    Entre más desigual sea una sociedad, sobre todo en la medida en que las mayorías vayan ganando voz e influencia política, las presiones en pos de la redistribución y del cambio del statu quo pueden aumentar.


    La desigualdad es un terreno fértil para el cambio, pero también para el populismo, entendido como promesas de gasto que no pueden ser financiadas en el futuro o de arreglos institucionales que no propician comportamientos productivos, pero que son políticamente muy rentables, como contratar empleados públicos de más con base en criterios políticos y no de mérito. Este tipo de políticas públicas son un terreno yermo para el crecimiento. Con todo, un partido político capaz de representar a una mayoría de ciudadanos puede articular una amenaza creíble de reformas encauzadas a eliminar privilegios que atentan contra el crecimiento, de modo que los grupos privilegiados, en consecuencia, se vean obligados a admitir, o incluso a impulsar por iniciativa propia, reformas sustantivas de interés general, por más que los afecten en el corto plazo. Éste sería un mecanismo redistributivo basado en hacer más grande el pastel antes de repartirlo. Bien dice el dicho que más vale un mal arreglo que un buen pleito: el fantasma de una revolución, por ejemplo, puede ser un gran acicate para que los grupos privilegiados acepten compartir el poder y los recursos.15


    Sin embargo, no hay un desenlace asegurado para este tipo de dinámicas. No siempre se acepta perder privilegios porque se perciba el riesgo de algún movimiento revolucionario, y tampoco está escrito que éste vaya a ocurrir si no existe una negociación que conduzca a un mundo de menos privilegios. La desigualdad es también una desigualdad de recursos políticos, y los grupos bien organizados pueden defender durante mucho tiempo un equilibrio que les sea favorable, aunque resulte inadecuado para el conjunto de la sociedad. Incluso en una democracia, donde, en principio, las mayorías tienen el poder a través de su voto, los privilegios de las minorías pueden permanecer indemnes, aun cuando sean contrarios al interés general. Las instituciones de una democracia también abren espacios en los procesos electorales, frente a los legisladores, a los privilegiados, de modo que puedan influir a favor de medidas de su interés particular gracias, precisamente, a los muchos recursos que poseen. Además, las mayorías son realmente muchos grupos disímbolos, que pueden tener intereses encontrados que hagan aún más difícil enfrentar los dilemas propios de toda acción colectiva: quien se moviliza paga un costo, pero si lo hace por una política de interés general beneficiará a amplios grupos. Lo racional en el corto plazo es esperar a que otros se movilicen, pero si nadie lo hace, sencillamente no pasa nada.


    En sociedades mal organizadas, con una pobre reglamentación en materia de cabildeo, con gobiernos poco capaces de regular los medios de comunicación y débiles en general frente a los grupos más poderosos, la democracia puede volver aún más difícil que se estimulen políticas de largo plazo, las que dependen mucho de que los liderazgos tengan una visión de mediano plazo y no queden atrapados en las presiones políticas de corto plazo.


    Dada esta dificultad, es tentador pensar que un dictador iluminado pueda resolver mejor estos dilemas de dispersión de poder y contradicción de intereses que son propios de las democracias. El caso paradigmático contemporáneo del dictador benévolo e iluminado es el de Singapur: esta ciudad-Estado ha sido manejada con mano de hierro, con una racionalidad técnica impecable que importa y adapta las mejores prácticas institucionales del mundo. Los resultados han sido casi milagrosos: Singapur logró pasar de niveles de vida comparables a los de un país africano, en los años sesenta, a un bienestar económico superior al de un país europeo. Más allá de que, en el caso de Singapur, el desarrollo económico logrado ha implicado limitaciones importantes a la libertad política y a ciertos derechos humanos básicos, como el respeto a la pluralidad de valores, existe un problema adicional. En general, un dictador tiene grandes incentivos para usar su poder, no en beneficio del interés general, sino del propio y de sus aliados, ya sea por mero egoísmo o porque todo dictador requiere una base de poder, y ésta se construye distribuyendo privilegios. Por cada dictador iluminado se cuenta por lo menos otro oscuro y destructivo.


    No existe evidencia comparativa de que las dictaduras crezcan más rápido que las democracias. Lo único que está fuera de duda es que las dictaduras permiten desastres mayores. Un dictador iluminado obsesionado con impulsar un proyecto que le parece benéfico puede ser incluso más peligroso que uno cínico, dada su ansia por transformar su país. Cuando el dictador, aun de buena fe, se equivoca, no hay mecanismos para frenarlo.16 Si bien China ha crecido más que la india, en este último país nunca se han vivido hambrunas como las que vivió el primero, producto de las absurdas ideas de su dictador. El éxito actual del Estado chino no debe llevarnos a olvidar que cuando un dictador eficiente se equivoca, el resultado puede ser devastador: Mao Zedong, en su ansia de rebasar a la Unión Soviética, destruyó la agricultura del país. El resultado fue que entre 1959 y 1962, al menos 43 millones de chinos murieron, la mayoría de hambre, pero también unos dos millones ejecutados por los caprichos de Mao.17


    Mao quería lo mejor para su país, seguramente, pero se equivocó de estrategia y no había mecanismos para que supiera que se había equivocado. En palabras del mismo Mao expresadas en 1962, después de las hambrunas: “Sin democracia uno no entiende qué está pasando abajo; la situación general es poco clara; uno no es capaz de juntar información suficiente de todos lados […] los órganos de liderazgo del nivel superior dependerán de información unilateral y material incorrecto para decidir […]”.18


    Para países como México, acostumbrados ya a un conjunto de libertades económicas y políticas, con una frontera porosa que hace muy difícil imponer algunas restricciones propias de países autoritarios exitosos como el control de la información y del debate político, el reto es diseñar y poner en práctica con éxito reformas capaces de mejorar las tasas de crecimiento, a partir de procesos democráticos y sin sacrificar libertades fundamentales. La ruta autoritaria ya fue probada en el pasado, sin éxito, en parte porque la autoridad, como Mao, no sabía qué estaba pasando; de haber sido ése el camino correcto, habríamos alcanzado el desarrollo. Los años no democráticos, que primero hicieron posible un elevado crecimiento, terminaron con sucesivas crisis económicas, como se verá en el capítulo 4. Pero además, la vuelta al camino anterior no es viable, ya que resulta muy complicado volver a cerrar los espacios de libertad y apertura ganados, y más aún con la aparición de las redes sociales, que rápidamente pueden hacer del dominio público cualquier abuso visible de un funcionario. Es también muy riesgoso, dado lo mucho que puede destruir un gobierno autoritario que siga las políticas equivocadas. Los caminos para el crecimiento, pues, son otros, que iremos explorando más adelante. Antes, sin embargo, es preciso detenernos en los datos de nuestro crecimiento mediocre, así como en sus principales causas históricas e institucionales.
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